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INTRODUCCIÓN1

 
El documento sintetiza y analiza cuatro estudios que fueron elaborados por distintos equipos de 
investigadores en la región latinoamericana para dar cuenta del lugar de las organizaciones de la sociedad civil 
(OSC) y su incidencia en la política, el Estado y los espacios públicos no estatales, específicamente en temas 
ligados a la democracia y los derechos humanos. Todos los informes buscaron trazar un panorama del campo 
que abarca a las OSC, los contextos de su surgimiento, estrategias para influir políticamente, impactos y 
desafíos vigentes. Sin embargo, desde el momento que el concepto mismo de OSC es difuso y ampliamente 
abarcativo, la pregunta por el mapa de los actores sociales (OSC) y alcance de las acciones de aquellos es 
abordada de forma distinta por los informes aquí sintetizados. 

Los cuatro informes, todos redactados durante el año 2018, se detallan a continuación 2:
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Informe Nº1: Echt, L. Y Mérola, M. “Transformando desde la sociedad civil: estrategias de las OSC para 
incidir en políticas públicas en América Latina. Argentina, Chile y Uruguay”. 

Informe Nº2: Puga Cevallos, E. “Aportes, retos y desafíos de las organizaciones de la sociedad civil en 
América Latina. Informe región andina”. 

Informe Nº3: Franzoni Lobo, J. “Investigación Comparada de la Incidencia de las Organizaciones de la 
Sociedad Civil en México, Guatemala y Belice en el desarrollo de la Democracia y el Respeto de los 
Derechos Humanos”.

Informe Nº4: Carrión Yaguana, V. y Vargas Vallejo, M. “El rol y aporte de las Organizaciones de la Sociedad 
Civil (OSC) al desarrollo, la democracia y los derechos humanos en el Cono Sur, Países Andinos, y Centro 
América y México”. 

1

2

Esta es la primera versión del documento de síntesis y análisis de cuatro estudios realizados por Grupo FARO. 

A lo largo del documento se cita a cada informe por el número asignado. 
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En este documento se sintetizan los conceptos y debates teóricos y los  hallazgos que cada informe presenta, 
analiza a) los contextos que promovieron el aumento de OSC así como una mayor influencia política; b) las 
estrategias de incidencia de las OSC, c) los hallazgos que mostraron los informes sobre la incidencia de las 
OSC en el campo de la democracia, los derechos humanos y el desarrollo y d) los retos y desafíos que tienen 
por delante en los tiempos actuales. El informe se divide en tres secciones: las dos primeras corresponden a 
cada uno de los niveles y la última recapitula algunas conclusiones donde se resaltan, en particular, los vacíos 
cognitivos que se registran en los informes. A la síntesis comparativa se le añaden elementos que no aparecen 
en los informes o que lo hacen de modo ligero y que requieren ser indagados para echar luces a las 
problemáticas abordadas. 

1. Conceptos y debates teóricos

Todos los informes elaboran una red conceptual para ofrecer una definición, o por lo menos acercarse a una 
comprensión conceptual, de las OSC. Así, la totalidad de los informes retoman conceptos como los de 
sociedad civil, democracia, Estado y cultura política (este último concepto sólo es recuperado en el Informe Nº 
3). Luego de revisiones teóricas y analíticas que combinan elementos de disciplinas como la teoría política, 
sociología y ciencia política, los informes acuerdan en cinco aspectos. 

1. En primer lugar, la sociedad civil es un concepto teórico clásico del pensamiento social y al mismo 
tiempo una noción práctica. Como categoría teórica, se puede reflexionar sobre la sociedad civil como una 
esfera intermedia entre el espacio de lo privado -la familia- y el Estado (visión de la filosofía hegeliana), como 
el espacio en que los individuos en tanto productores y propietaros intercambian entre sí y disputan sus 
intereses materiales, expresándose dicho conflicto en la instancia estatal (enfoque marxista), como la esfera 
de la libertad en que los individuos en tanto ciudadanos pueden dialogar entre sí acerca de cuál es la forma 
más virtuosa de sociabilidad política y cómo lograr permear al sistema político (enfoque deliberativo de 
Habermas), y la sociedad civil como el espacio de conflicto porque allí se desata la lucha por la hegemonía a 
través de las “instituciones vulgarmente llamadas privadas” (sindicatos, iglesias, asociaciones culturales, etc.) 
En su sentido práctico, la noción de sociedad civil no tiene un cierre semántico definitivo, es abierto y está en 
permanente disputa. Por lo demás, es un concepto que involucra una heterogeneidad sin igual de 
experiencias, actores e intereses. Bajo ningún aspecto es posible aludir a la sociedad civil y a las OSC como 
entidades o bloques homogéneos, como así tampoco atribuirle capacidades o atributos más o menos 
positivos en términos normativos. 

Los informes acuerdan en que su definición y atributos varían de acuerdo a distintos factores. Uno de ellos 
son los contextos socio-políticos y las especificidades de cada región, sub-región o nación (las tradiciones 
políticas, las orientaciones de los gobiernos de turno, la escala del país, la magnitud de la presencia de la 
cooperación internacional), tal como recalca el Informe Nº1 (páginas 5-6). Por ejemplo, durante el fin de las 
dictaduras militares y las transiciones a la democracia, especialmente en los países del Cono Sur (Argentina 
1983, Uruguay 1985, Chile 1990), la sociedad civil comenzó a ser invocada como fuente de democratización, 
con una clara connotación anti-autoritaria. Así, en un planteamiento dicotómico, se interpela a la sociedad 
civil, en tanto concepto y  actor(es) social(es), como forma de marcar el clivaja de época: democracia vs. 
autoritarismo/dictadura. Asimismo, se contrapone lo civil vs. lo militar. No es casual que haya sido desde los 
años noventa, cuando las democracia ya se había consolidado (excepto en el caso chileno, y además con 
noción minimalista de democracia -electoral) cuando proliferan en toda la región múltiples iniciativas 
provenientes de organismos de cooperación internacional y los Estados (neoliberales) para fortalecer a las 
OSC que durante dicha década se conocían principalmente como “organizaciones sin fines de lucro”, 
“organizaciones no gubernamentales” y “tercer sector” (para diferenciarlo del mercado y el Estado). Otro 
factor sobre cómo se define prácticamente a la sociedad civil remite a las fuentes de financimiento. Muchas 
veces son los organismos de cooperación internacional los que requieren una definición unívoca tanto de la 
sociedad civil como de cuáles son las organizaciones que pertenecen al campo de la “sociedad civil” para 
distribuir y redirigir los fondos, como se detalle en el Informe Nº2 a través de recuperar las reflexiones de 
Bernard Sorj (2012). 
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2. Existe un consenso compartido por los cuatro informes acerca de que la sociedad civil es diversa y se 
compone de una mutliplicidad de organizaciones de la sociedad, que van desde fundaciones, asociaciones, 
sindicatos, cooperativas, obras sociales, movimientos sociales, agrupamientos religiosos, etc. (Roitter et al, 
2000). Algunos realizan una distinción entre OSC y movimientos sociales. Se podría considerar que los 
movimientos sociales son campos multiorganizacionales que pueden abarcar un conjunto de OSC. En ese 
sentido, es difícil comparar las cifras que los informes arrojan sobre el número actual de OSC en cada país. Por 
ejemplo, el Informe Nº1 informa la existencia de entre 80 mil y 120 mil OSC en la Argentina, mientras que Perú 
registra 2.306 instituciones de cooperación privada (como Entidades e Instituciones Extranjeras de 
Cooperación Técnica Internacional, Organizaciones no Gubernamentales de Desarrollo, Instituciones Privadas 
sin fines de Lucro), lo cual parece no contemplar las organizaciones como sindicatos y colectivos ciudadanos. 

Debido a esta heterogeneidad, también los intereses, estrategias, medios, temas y demandas que se plantean 
pública y políticamente son diversos. De ahí proviene la dificultad de asirla con claridad y de otorgarle el 
monopolio de la representación social a alguna de ellas o a algún tipo de OSC. No hay criterios sobre los que 
exista un conseno para determinar cuáles de esas OSC son más o menos relevantes ni cuáles representan 
mejor a la sociedad en general (Sorj, 2012). 

3. Relación entre participación e incidencia. No todos los informes realizan una distinción entre estos 
dos conceptos que resulta vital. ¿Cuándo se considera que una OSC ha logrado incidir políticamente? ¿La 
política se ubica en el espacio estatal, en el sistema político, o lo desborda? Hablar de incidencia es hablar de 
impacto tanto en la efectivización de cambios sociales o en la resistencia a ellos. Aquí vale realizar una 
aclaración sobre el sentido que empleamos de la noción de cambio social. Recurrimos al enfoque del 
sociólogo francés Alain Touraine para distinguir entre distintos tipos de acciones: aquellas reactivas, 
preocupadas en adaptarse a algún aspecto de la sociedad que se ha “desviado” de su curso habitual; acciones 
dirigidas a transformar alguna relación de fuerza en particular o trastocar una decisión política (Gomá, Ibarra 
y Salvador, 2002); y las acciones orientadas a transformar el modo de acumulación, de conocimiento y de 
orientación ético-cultural dominantes (Touraine, 1995). Los últimos dos tipos de acciones son los que caben 
bajo la noción de incidencia. Por incidencia o influencia política entenderemos el poder que revisten las OSC 
para lograr que principios, criterios, demandas/reivindicaciones, cursos de acción propuestos por aquellas 
sean incorporados en las agendas públicas (en los distintos niveles de gobierno, poderes del Estado y acción 
pública). Se puede participar asiduamente pero no por ello lograr influir en las agendas públicas. En cambio, 
si se comprueba que se efectivizó la incidencia política es porque algún grado de participación de los actores 
tuvo lugar.

Asimismo, los informes han trabajado la noción de incidencia desde enfoques agenciales en que priman las 
capacidades y atributos de las OSC pero desconectados de las interacciones socio-políticas que permiten u 
obstaculizan dichas capacidades. Sería fructífero abordar el tema de la incidencia de las OSC como proceso de 
interacción y no como mera acción. 

2. Hallazgos de los estudios.

 2.a. Contextos de emergencia de las OSC

Los cuatro informes han señalado dos grandes momentos en la historia reciente de la región respecto a las 
OSC. El primero ubicado durante el retorno a la democracia a partir del cual no sólo aumentó el número de 
organizaciones sino que inciaron un proceso de institucionalización inédito (Informe Nº1). En ese sentido, 
llama la atención uno de los hallazgos respecto al crecimiento de OSC durante el período del gobierno 
autoritario de Fujimori en Perú (Informe Nº2, p. 25). En este momento se encuentran factores disímiles que 
produjeron el ascenso de las OSC. Por ejemplo, en Guatemala se efectuó dicho aumento desde 1984 a raíz de 
la  firma de la Constitución de la República Federal de Guatemala. 
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En Perú durante el gobierno fujimorista y en Argentina hacia fines de la dictadura cívico-militar (1981) 
emergieron varios movimientos ciudadanos y organizaciones de derechos humanos. En Ecuador y Bolivia las 
OSC durante los años noventa, en virtud del retiro estatal de funciones básicas y del apoyo importante de la 
cooperación internacional. El segundo momento remite a la crisis de representación política (partidaria) y del 
modelo neoliberal, a principios de este siglo. Por lo general, todos los estudios hallan un estancamiento del 
crecimiento de las OSC desde 2000 en adelante y lo explican como resultado del retorno estatal a la vida 
social, politica y económica. 

La Tabla Nº1 muestra las cifras que fueron presentadas en los Informes respecto a número total de 
organizaciones, grado de formalización, porcentaje de recursos que controlan las OSC en relación al PIB 
nacional y porcentaje que representan las OSC de la población económicamente activa. Como allí se observa, 
son pocos los datos registrados. Todos los informes han resaltada la escasez de información fehaciente sobre 
“el mundo de las OSC”. La cantidad de OSC reflejada en la Tabla Nº1 son datos aproximados. Los informes, 
además, resaltan el bajo grado de formalización que revisten las OSC pero no cuentan con cifras cerradas, o 
ni siquiera aproximadas. La falta de información es en sí misma un dato, en la medida en que advierte a los 
tecnicos, profesionales, referentes de OSC y funcionarios públicos de la urgente necesidad de establecer 
sistemas de información que puedan construir datos fidedignos que puedan servir para idear mejores 
políticas públicas, marcos jurídicos y financiamientos para el funcionamiento de las OSC. 

 

 2.b. Estrategias de incidencia de las OSC

En los tres primeros informes se enfatizan los distintos factores que pueden impulsar u obstaculizar distintas 
estrategias que tienen a la mano las OSC para incidir políticamente. Podemos resumirlos en tres: estructuras 
de oportunidades políticas nacionales3, coyunturas internacionales y rasgos internos de las OSC 
(financiamiento, profesionalización, innovación, sostenibilidad). Estos informes coinciden en resaltar la 
importancia creciente que vienen ejerciendo las OSC en la promoción de derechos humanos, la defensa del 
Estado de Derecho y del medio ambiente (derechos de la naturaleza en Bolivia y Ecuador). 

Las estrategias para la incidencia de las OSC sobre los ámbitos públicos estatales y no estatales que se 
identificaron fueron volcadas en la Tabla Nº2. Además se incluyen otras estrategias existentes (marcadas con 
un *) que no fueron contempladas en los informes o se lo hizo de forma subsidiaria.

Este concepto proviene de la sociología de los movimientos sociales y da cuenta del grado de apertura o clausura del sistema político, el tipo de alianzas socio-políticas vigentes y la mayor o menos predisposición de 
los Estados para reprimir la acción colectiva. 

3
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Su incorporación en futuras investigaciones puede contribuir a elaborar panoramas más exhaustivos sobre 
incidencia de las OSC en América Latina. El Informe Nº4 no es contemplado en esta tabla dado que no analiza 
las estrategias de incidencia. 

Los informes demuestran que las estrategias desplegadas por las OSC son similares en todos los países4  
aunque algunas pesan más que otras de acuerdo a las especificidades de cada nación5. Las tradiciones 
políticas, las orientaciones de los gobiernos de turno, la escala del país, la acumulación de fuerza de las OSC, 
el prestigio y legitimidad de una cultura del asociacionismo, la magnitud de la presencia de la cooperación 
internacional, son todos aspectos que determinan las elecciones de las OSC.

Fueron señaladas con cursiva aquellas que son compartidas por, al menos, dos países de dos subregiones distintas. 

Es importante aclarar que los informes no elaboraron panoramas exhaustivos de las OSC y sus estrategias de incidencia, por lo que en la Tabla Nº2 sólo figuran los ejemplos que fueron escogidos intencionalmente. Salvo 
en el Informe Nº4, en el resto se empleó un “muestreo intencional” de experiencias de OSC en el que se observa una mayor dedicación al estudio de organizaciones de la llamada “alta sociedad civil” en detrimento de las 
organizaciones populares (clubes deportivos, centros culturales, movimientos sociales). Utilizo el concepto “popular” en dos sentidos: por un lado, lo popular vs. las elites, por otro lado, las organizaciones cuyos referentes 
y miembros provienen de clases sociales bajas, en términos sociológicos. 

El Informe Nº2 no provee ejemplos concretos tanto de experiencias como de OSC. Si bien en el anexo del informe se detallan las OSC que fueron indagadas a través de sus referentes, en el cuerpo del texto no se especifica 
a qué OSC alude al momento de presentar algún hallazgo.

“Un análisis de la legislación nacional sancionada durante el período de gobierno kirchnerista revela que más de 50 leyes nacionales se originaron en demandas sociales movilizadas por diferentes actores y/u OSC, 
canalizadas a través de partidos de gobierno u oposición” (Informe Nº1, p. 14). 

 El surgimiento de la Comisión Internacional Contra Impunidad en Guatemala (CICIG) en 2007 a raíz de los reclamos de distintos sectores de la sociedad civil y el apoyo de Naciones Unidas para contar con un órgano 

4

5

6

7

8
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 2.c. Hallazgos en el campo de la democracia, derechos humanos y desarrollo

En este apartado se presentan algunos hallazgos referidos a la relación entre las OSC latinoamericanas y el 
campo de la democracia, los derechos humanos y el desarrollo. Los Informes Nº1, 2 y 3 reconstruyeron 
experiencias de incidencia de las OSC en dichos campos. En la Tabla Nº3 se presentan dichos hallagos.

El Informe Nº4 auscultó en dicha relación a partir de identificar correlaciones entre las OSC y los contextos de 
emergencia y actuación de aquellas, no de incidencia en estos campos. 

Para la variable desarrollo, el Informe Nº4 ha escogido el Índice de Desarrollo Humano como la variable proxy 
del desarrollo. Para la variable democracia se escogió un índice conformado por 31 indicadores de forma 
ponderada que se agrupan en 4 dimensiones que miden (1) legalidad del régimen democrático, (2) respeto de 
los derechos políticos y libertades civiles, (3) calidad institucional y el grado de eficiencia política y (4) el 
ejercicio de poder efectivo para gobernar. Y para la variable derechos humanos se ha seleccionado como 
proxy el indicador de los Derechos Fundamentales calculado por IDEA Internacional y se miden tres 
subindicadores: (1) acceso a la justicia, (2) libertades civiles y (3) derechos sociales e igualdad. 

 El Informe Nº2 sólo los menciona y aduce que no los estudia porque “su rol como sociedad civil es cuestionado”. Esta apreciación va a contramano del grueso de la literatura sobre democracia participativa que incorpora 
a los consejos comunales como experiencia novedosa de participación ciudadana, aunque se reconozcan limitaciones asociadas al control estatal y el clientelismo (ver los análisis de Steve Ellner, Margarita López Maya, 
Carlos De la Torre).
 
 El concepto de corporativismo que empleo incluye elementos de distintos enfoques politológicos provenientes Schmitter, O´Donnell y Lanzaro. Desde mi perspectiva, el corporativismo alude a una forma de representar 
intereses particulares o sectoriales (no necesariamente definidos funcionalmente, por su lugar en la estructura económica) de grupos que son reconocidos estatalmente y que operan con “espíritu de cuerpo/colectivo” 
en instituciones estatales. Esta intermediación se expresa o concreta a través de la participación por parte de representantes de dichos grupos en tres planos: 1) en instancias institucionales del Estado, asumiendo cargos 
ejecutivos en ministerios, comisiones, organismos, juntas, consejos, etc.; y/o 2) en la toma de decisiones estatales que podrían afectar (conceder o negar) sus demandas sectoriales. Esto significa, haciéndonos eco de la 
propuesta de O´Donnell (1998), que en estricto rigor, a quienes reconocen las autoridades estatales como representantes para participar dentro del Estado son a las cúpulas de dichas organizaciones, no a todos sus 
miembros, reconocimiento acordado luego de procesos de negociación y pactos. 

9
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A continuación se enlistan los resultados obtenidos de la aplicación del modelo analítico econométrico 
empleado:

a. La sociedad civil organizada (OSC) tiene una capacidad de organización superior a la de la ciudadanía 
en general, situación que se observa para todos los países sin excepción. Bolivia es el país con una mayor 
capacidad de organización tanto a nivel de la ciudadanía en general como de las OSC

b. Países pertenecientes a una misma subregión presentan comportamientos diferentes en cada una 
de las capacidades.

c. El análisis de correlaciones evidencia una correlación positiva alta entre la capacidad de movilización 
de las OSC y el desarrollo; siendo un indicativo de que -en Latinoamérica- la sociedad civil organizada tiene 
un impacto positivo en una serie de cuestiones vinculadas al desarrollo de las naciones. De igual manera se 
observa una correlación positiva importante entre la capacidad de movilización de las OSC y la democracia. 
Este resultado sugiere que las OSC contribuyen de manera importante a la construcción de espacios de 
participación democratizadora.

d. México lidera en capacidad de movilización y de generar diálogo. 

e. Existe una marcada diferencia en la capacidad de organización de la ciudadanía en general y de las 
OSC. Siendo Bolivia (13%) y Brasil (5%) los países con la mayor y menor capacidad de organización, 
respectivamente.

f. En la mayoría de países que forman parte de este análisis se puede observar que la capacidad de 
organización tanto de la ciudadanía en general como de las OSC fue mayor en el período 1995-1998.

g. En las sociedades más democráticas, se observa una menor capacidad de movilización (ejemplos 
Chile y Costa Rica que tienen valores de capacidad de movilización menores que en Ecuador y Bolivia).

h. En los países del Cono Sur, la práctica religiosa es el determinante más importante de la pertenencia 
y participación activa en las OSC, incrementando la probabilidad en 8% y 15.6%, respectivamente.  La edad, el 
estado civil y la riqueza no muestran relaciones sustanciales con la membresía y participación activa en las 
OSC.

i. En los países andinos, el acceso a internet incrementa en 11.6% la probabilidad de pertenencia a las 
OSC y en un 10.3% la probabilidad de participación activa. Los hombres participan activamente en las OSC en 
un 4.3% más que las mujeres. En Costa Rica, Panamá, y México: Al igual que en los países Andinos, el acceso 
a internet incrementa la probabilidad de pertenencia y participación activa en las OSC de manera importante 
(9.8% y 8.5%).

j. En Nicaragua, El Salvador, Guatemala y Honduras los hombres tienen una probabilidad mayor (5.7% 
y 6.6%) de involucrarse con las OSC.

11



k. En los países conosureños, las personas que poseen un trabajo remunerado son miembros de 0.18 
organización más que aquellos que no tienen un empleo remunerado.

 2.d. Desafíos de las OSC. 

Luego de la reconstrucción sobre el mapa de OSC y las dinámicas de participación e influencia que cada 
informe realiza, éstos presentan los retos que aún enfrentan las OSC. Los cuatro informes acuerdan en señalar 
tres grandes desafíos: la sostenibilidad, la autonomía y la innovación. El 67% de los entrevistados en el Informe 
Nº1 sostienen que el principal problema para las OSC es la incapacidad de generar recursos propios. Los dos 
primeros desafíos parecen estar íntimamente relacionados en los tres primeros informes. Se asocia la 
capacidad de generación de recursos propios con la capacidad para ser autónomos y no estar sometidos a las 
directrices políticas de quienes financian. El problema del retiro de la cooperación internacional aparece de 
forma recurrente en aquellos así como el hecho de que en algunos países las OSC se financian 
mayoritariamente con recursos públicos, este es el caso de Chile, Argentina y Uruguay11. Esto conduce al 
problema de la autonomía respecto a las agencias estatales y político-gubernamentales. Todos los informes 
entienden que la fuente de financiamiento determina los márgenes de autonomía organizativa. Esta 
asociación debería ser complementada con otros factores que inciden en la autonomía: ideas, 
profesionalización, burocracia, experticia, capacidad de establecer redes sociales y agendas multisectoriales. 
De forma inversa, existen organizaciones que han recibido recursos públicos contemplados en el presupuesto 
nacional y sin embargo, han motorizado agendas independientes en el marco de una dinámica de acción 
colectiva y conflicto voluptuosa. Un caso paradigmático al respecto es la Confederación de Trabajadores de la 
Economía Popular de Argentina creada en 2011.

Un reto que se menciona en los informes Nº1, 2 y 3 es el problema de la excesiva burocratización de los 
procesos de inscripción y rendición de cuentas . Algunas OSC han solicitado a los distintos gobiernos de turno 
la implementación de sistemas más ágiles y eficientes para que las organizaciones puedan registrarse, solicitar 
financiamiento, acceder a programas y rendir cuentas de sus acciones. 

Conclusiones

El recorrido por los cuatro informes y su comparación arrojan consensos en cuatro aspectos:

1) La emergencia de OSC depende más de las funciones que tanto el Estado como el mercado logran 
desplegar en determinados contextos, que de los incentivos normativos y jurídicos, así como los diseños 
institucionales, que puedan promover u obstaculizar el surgimiento de OSC. Todos acuerdan en que el 
achicamiento del Estado, la minimización de sus funciones en áreas claves, como asistencia social, economía, 
salud y educación, sumado a la privatización y mercantilización de la vida social y la provisión de bienes y 
servicios y la crisis de representación político-partidaria, produjo un contexto de oportunidad socio-política 
para la afluencia de organizaciones sociales que puedan hacerse cargo de dichas funciones así como de ejercer 
la tarea de la representación política. En ese sentido, el ciclo neoliberal constituyó una coyuntura crítica que 
modificó el panorama asociativo de la región. La transición hacia otro ciclo, que varios analistas (Grugel y 
Riggirozzi, 2009) acuerdan en denominar como postneoliberal, modifició dicho panorama en dos sentidos. Por 
un lado, se abrió el espacio de la participación ciudadana a través de dispositivos o mecanismos ideados 
(constitucional o normativamente) para encauzarla. Esto produjo, según los informes, una clausura de la 
incidencia de las OSC que participaban en dichos espacios al ser la participación controlada “desde arriba”.  
 

En Chile, para el año 2014 el 70% de las OSC eran financiadas por el Estado, 20% por cooperación internacional y 10% por empresas privadas (Datos extraídos de Informe Nº1, p. 21). 

“Más del 50% de los representantes de las OSC argentinas que respondieron la encuesta realizada en el marco de este estudio identificaron a los “procesos burocráticos exhaustivos” como un obstáculo externo importante 
a la hora de incidir en políticas públicas” (Informe Nº1, p. 13). 
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No obstante, estos informes no recogen experiencias de participación ciudadana a través de las OSC que han 
sido exitosas en su cometido de no sólo participar sino incidir en las decisiones públicas. Experiencias como las 
del presupuesto participativo en Brasil (Porto Alegre y Belo Horizonte) y Rosario (Argentina), las Juntas de agua 
en Bolivia, Consejos de Salud Pública en Sao Paulo, la “Silla Vacía” en Ecuador, especialmente en el cantón 
Ambato, entre muchas otras. 

2) Los informes dejan ver que la distinción entre participación e incidencia es fundamental para dar 
cuenta de los alcances que tienen las OSC en las esferas públicas estatales y no estatales. En general se halló 
que las OSC ostentan un rol más prominente como participantes que como influyentes de decisiones públicas 
que pueden trastocar las reglas y prácticas del orden social. 

Muchas veces, como resalta el Informe Nº1 para el caso de Chile, son las propias OSC las que no trazan como 
objetivos de la organización la incidencia, sino la participación (por ejemplo, en asistencia social como en México, 
Informe Nº3).  Los distintos informes arrojaron luces sobre las diferencias abismales que existen entre los países 
de la región, incluso entre países de una misma subregión. Bolivia y Brasil, por ejemplo, se ubican en extremos 
opuestos en términos de capacidad de organización (Informe Nº4). Una conclusión a la que arriba este informe 
alude al decrecimiento de la capacidad de organización tanto de la ciudadanía como de las OSC. Por otro lado, 
este informe también concluye que “la capacidad de generar diálogo, medida por la tolerancia, se ha 
incrementado en la última década; fenómeno que se observa, no únicamente en los países de la región, sino 
alrededor del mundo” (p. 46). Varios análisis demuestran lo contrario al sostener que en la última década la 
polarización social creciente que atraviesan los países latinoamericanos es expresión del menor pluralismo, 
tolerancia con la diferencia y disposición al intercambio argumentativo. 

3) El tema de la generación de recursos propios por parte de las OSC para lograr una mayor autonomía 
respecto al Estado y a las agendas políticas desde allí impulsadas. Se resaltan dos dificultades que ha implicado 
para buena parte de las OSC latinoamericanas el financiamiento público: lo que se conoce como “darwinismo 
de la sociedad civil” (Vidal Molina, 2008, p. 87) según el cual las OSC terminan compitiendo entre sí para la 
obtención de recursos públicos que son sometidos a concurso y por lo tanto, fragmentándose. Determinadas 
OSC son las que logran obtener recursos públicos en detrimento de otras (las que tienen ciertos lazos con el 
poder político, mayor antigüedad y por tanto mayor probabilidad de su profesionalización, redes sociales, etc; en 
ese sentido, las OSC populares vinculadas a las comunidades pasan desapercibidas). Esta disciminación 
también ocurre al momento de las OSC de participar en instancias mixtas. En México, por ejemplo, se 
identificaron 130 “Instancias de Participación Deliberativa” distribuidas en la Secretaria de Desarrollo Social, 
Educación Pública, Instituto Nacional de la Juventud, CONACYT, SAGARPA, SEMARNAT y la Secretaria de 
Turismo, pero no todas las OSC logran acceder a dichos espacios de forma igualitaria, “su participación ahí 
depende del prestigio y legitimidad que tengan en el mundo de las organizaciones de la sociedad civil y de la 
relación con las instituciones de gobierno” (Informe Nº3, p. 46). 

La segunda dificultad alude a la merma de la autonomía de las OSC al depender de los recursos públicos. En 
relación al financiamiento internacional, por ejemplo en el caso de Uruguay, el Informe Nº1 remarca el caso de 
las OSC relacionadas con la agenda de género que recibieron dicho financiamiento y tuvieron, así, mayores 
posibilidad de ganar visibilidad pública y ejercer críticas al gobierno del Frente Amplio en torno a la Ley de Salud 
Sexual y Reproductiva. En Belice y Guatemala (Informe Nº3) también se observan experiencias de 
financiamiento internacional que produjeron avances en temas de derechos humanos y democracia. 

4) La falta de información es en sí misma un dato, en la medida en que advierte a los tecnicos, 
profesionales, referentes de OSC y funcionarios públicos de la urgente necesidad de establecer sistemas de 
información que puedan construir datos fidedignos que puedan servir para idear mejores políticas públicas, 
marcos jurídicos y financiamientos para el funcionamiento de las OSC.

5) El análisis de correlaciones evidencia una correlación positiva alta entre la capacidad de movilización de 
las OSC y el desarrollo; siendo un indicativo de que -en Latinoamérica- la sociedad civil organizada tiene un 
impacto positivo en una serie de cuestiones vinculadas al desarrollo de las naciones.
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De igual manera se observa una correlación positiva importante entre la capacidad de movilización de las OSC 
y la democracia.

6) La sociedad civil organizada (OSC) tiene una capacidad de organización superior a la de la ciudadanía en 
general, situación que se observa para todos los países sin excepción.

7) Un aspecto que fue abordado tangencialmente en los informes y que quisiera enfatizar es el hecho de 
que las OSC han hecho mucho más por las sociedades latinoamericanas que aquello que se les ha reconocido, 
en el marco de Estados frágiles y muchas veces “capturados” por grupos de poder. Se ha subestimado el rol de 
las OSC (tanto desde el Estado, la academia, el sector privado) y por ese motivo se requiere, incluso desde las 
propias OSC, realizar investigaciones que indaguen y muestren cuáles han sido sus incidencias y aportes reales 
en distintos campos temáticos (los tres escogidos en estos informes son clave, y se podrían agregar otros: 
economía del conocimiento, innovación tecnológica, economía popular y solidaria, migraciones, etc). A esta 
subestimación de la importancia de las OSC se les suman dos dificultades: el encapsulamiento (local, 
profesional) en que muchas veces quedan atrapadas por diversas razones (falta de profesionalización, de redes 
con otros actores sociales y de amplitud sus agendas) y los campos relacionales estrechos en que muchas OSC 
se mueven. De esto se deduce la necesidad de que las OSC se articulen en redes conformadas por actores 
sociales provenientes de distintos ámbitos (actores internacionales, emprendedores, empresarios, 
profesionales, técnicos, líderes populares) y especialmente “nuevos” actores que emerjan de los nuevos 
circuitos productivos, económicos y comunitarios. Ante la debilidad de las políticas nacionales en ciencia e 
investigación y el retiro de los Estados de áreas clave, las OSC han sabido ocupar un lugar estratégico en la 
sociedades latinoamericanas, generando  importantes saberes e información. En ese punto es necesario dar un 
salto cualitativo y ampliar las redes de acción y generación de conocimiento a nivel local, provincial, nacional y 
regional. 
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